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I. Nomenclatura y universalidad de los derechos; 
reconocimiento de derechos y garantías; restricciones 

Los derechos humanos son atributos inherentes a la dignidad humana superiores al poder 

del Estado. La dignidad de la persona humana es el origen, la esencia y el fin de todos los dere-

chos humanos u otros derechos necesarios para que los individuos desarrollen integralmente 

su personalidad; reconoce una calidad única y excepcional a todo ser humano que debe ser 

respetada y protegida integralmente sin excepción alguna. Los derechos humanos son uni-

versales en tanto son inherentes a todas las personas y conciernen a la comunidad interna-

cional en su totalidad.

La protección de los derechos humanos son una restricción al ejercicio del poder estatal. El término 

"derechos fundamentales" se refiere los derechos humanos reconocidos en la Constitución 

y los tratados internacionales. El término "garantías" se refiere a los mecanismos formales de 

protección.

La palabra "personas" abarca a las personas morales o jurídicas que son protegidas por el 

artículo 1o. constitucional y gozan de los derechos fundamentales establecidos en la Constitu-

ción siempre y cuando sean acordes con la finalidad que persiguen o medios necesarios para 

alcanzar ésta; así como para la protección de su objeto social. Solamente las personas físicas 
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pueden recurrir a los mecanismos del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos 

Humanos.

Ningún derecho fundamental es absoluto, todos admiten restricciones que de ninguna ma-

nera pueden ser arbitrarias. Para que las restricciones legislativas de los derechos fundamen-

tales sean válidas, debe analizarse cada una de ellas en lo particular para ver si cumple con 

los siguientes requisitos: a) ser admisible dentro del ámbito constitucional; b) ser necesarias 

para promover el bienestar general en una sociedad democrática e idónea (no solamente 

útil) para asegurar la obtención de los fines que fundamentan la restricción constitucional y 

solamente se da casos en que sea imposible alcanzar razonablemente por otros medios menos 

restrictivos de derechos fundamentales; y, c) ser proporcional, entre la importancia del fin 

buscado por la ley, y los efectos perjudiciales que produce en otros derechos e intereses 

constitucionales. 

II. Cláusula de interpretación conforme  
y principio pro persona

La incorporación de los principios de interpretación conforme y el principio pro persona, re-

presenta el deber del Estado mexicano de realizar ejercicios hermenéuticos en cuanto a los 

derechos contenidos en los tratados internacionales en materia de derechos humanos. La inter-

pretación conforme implica que una ley no puede declararse nula cuando pueda interpre-

tarse en consonancia con la Constitución y con los tratados internacionales en materia de 

derechos humanos, dada su presunción de constitucionalidad y convencionalidad.

El principio pro persona es un criterio hermenéutico que obliga a la interpretación extensiva 

de la norma cuando se trata de reconocer derechos protegidos e, inversamente, a la restrin-

gida cuando se determinan limitaciones permanentes a su ejercicio o su suspensión extraor-

dinaria. En caso de que exista una diferencia entre el alcance o la protección reconocida en 

las normas de estas distintas fuentes, deberá prevalecer aquella que represente una mayor 

protección para la persona o que implique una menor restricción. Este criterio no implica 

que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de llevar a cabo sus atribuciones y facul-

tades de impartir justicia bajo los diversos principios constitucionales y legales que rigen su 

función jurisdiccional –legalidad, igualdad, seguridad jurídica, debido proceso, acceso efec-

tivo a la justicia, cosa juzgada–, ya que de hacerlo se provocaría un estado de incertidumbre 

en los destinatarios de tal función.

Este principio interpretativo no supone su vulneración o transgresión autónoma, es necesa-

rio que se vincule con la vulneración de un derecho de esa naturaleza contenido en nuestra 
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Constitución o en un tratado internacional la efecto de que la autoridad jurisdiccional pro-

ceda a analizar si se da tal transgresión para, en su caso, proceder a realizar una interpretación 

conforme o en aplicación del control de convencionalidad atendiendo a lo que más favorezca 

al agraviado. No resulta necesario considerar el contenido de tratados o instrumentos inter-

nacionales que formen parte de nuestro orden jurídico, si al analizar los derechos humanos 

que se estiman vulnerados es suficiente la previsión que contiene la Constitución.

Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la 

obligación de ejercer ex officio un "control de convencionalidad" entre las normas internas y 

la CADH, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones 

procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados a la adminis-

tración de justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpreta-

ción que del mismo ha hecho la CorteIDH, intérprete última de la Convención Americana.

El control de convencionalidad está a cargo del Poder Judicial para que los convenios, pactos 

o tratados de derechos humanos puedan materializarse respecto de sus contenidos y gene-

rar la seguridad y certeza jurídica de las personas acorde con el modelo general de control 

establecido constitucionalmente. El parámetro de análisis de este tipo de control que debe-

rán ejercer todos los jueces del país, estará integrado por todos los derechos humanos 

contenidos en la Constitución Federal (con fundamento en los artículos 1o. y 133), la juris-

prudencia emitida por el Poder Judicial de la Federación y todos los derechos humanos con-

tenidos en tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte. Sobre la 

interpretación de la CorteIDH sobre los derechos consagrados en la CADH, se tomarán en cuen-

ta como vinculantes únicamente los criterios derivados de las sentencias en las que el Estado 

Mexicano haya sido parte, y como criterios orientadores la jurisprudencia y precedentes de 

la CorteIDH, cuando el Estado Mexicano no haya sido parte. 

Para el control de convencionalidad las autoridades del Estado mexicano deben considerar 

los siguientes pasos: interpretar el orden jurídico a la luz y conforme a los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales, favoreciendo en todo tiempo 

a las personas con la protección más amplia (interpretación conforme en sentido amplio); 

cuando hay varias interpretaciones válidas, partir de la presunción de constitucionalidad de las 

leyes y preferir aquella que hace a la ley acorde a los derechos humanos reconocidos en la Cons-

titución y en los tratados internacionales, para evitar incidir o vulnerar el contenido esencial 

de estos derechos (interpretación conforme en sentido estricto); e, inaplicar la ley cuando las alter-

nativas anteriores no son posibles. Los jueces están obligados a preferir los derechos humanos 

contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, aun a pesar de las disposicio-

nes en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior y dejar de aplicarlas. El juez 
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no debe oficiosamente analizar en abstracto en cada resolución, todos los derechos humanos 

que forman parte del orden jurídico mexicano, puesto afectaría considerablemente la función 

jurisdiccional y el derecho humano de acceso a la justicia.

III. Obligaciones del Estado frente a los Derechos Humanos: 
respeto y garantía, y sus Principios rectores: universalidad, 

interdependencia, indivisibilidad y progresividad

Las obligaciones del Estado mexicano consagradas en el artículo 1o. constitucional –que 

encuentran sustento en las obligaciones generales de los Estados– asumen una doble obliga-

ción; de respetar los derechos y de garantizar el libre y pleno ejercicio de esos derechos a toda 

persona que esté bajo su jurisdicción, sin discriminación alguna. Entendiendo por un lado, 

la obligación de respetar como aquella obligación de naturaleza negativa; y, por el otro, la 

obligación de garantizar que implica el deber de los Estados de organizar todo el aparato 

gubernamental, y en general, todas las estructuras a través de los cuales se manifiesta el 

ejercicio del poder público, de tal manera que sea capaz de asegurar jurídicamente el libre 

y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como consecuencia de esta obligación, el Estado 

debe prevenir, investigar y sancionar toda violación a los derechos reconocidos por la CADH. 

En cuanto al deber de prevención, abarca todas las medidas de carácter jurídico, político y 

cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos y que aseguren que las 

eventuales violaciones sean tratadas como un hecho ilícito que es susceptible de acarrear 

sanciones para quien las comete, así como indemnizar a las víctimas. Además ha establecido 

que dicha obligación es de medio o comportamiento y no se demuestra su incumplimiento 

por el mero hecho que un derecho hay sido violado. En este sentido, para que surja esta 

obligación positiva, debe establecerse que al momento de los hechos las autoridades sabían 

o debían saber de la existencia de una situación de riesgo real e inmediato y no tomaron las 

medidas necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones que, juzgadas razonablemente, 

podían esperarse para prevenir o evitar ese riesgo.

Respecto al deber de investigar y sancionar se encuentra dentro de las medidas positivas que 

deben adoptar los Estados para garantizar los derechos humanos. Es una obligación de medios 

y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no 

como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera 

gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas, de sus 

familiares o de la aportación privada de elementos probatorios.
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La obligación de investigar y el correspondiente derecho de la presunta víctima o de los fami-

liares, no sólo se desprenden de las normas convencionales de derecho internacional, impe-

rativas para los Estados Parte, sino que, según el Estado de que se trate, además deriva de la 

legislación interna que hace referencia al deber de investigar de oficio ciertas conductas ilíci-

tas y a las normas que permiten que las víctimas o sus familiares denuncien o presenten 

querellas, pruebas, peticiones o cualquier otra diligencia, con la finalidad de participar proce-

salmente en la investigación penal con la pretensión de establecer la verdad de los hechos.

En relación a la obligación de sancionar ésta ha sido considerada como la obligación de 

procesar y, si se determina su responsabilidad sancionar a los autores de violaciones de dere-

chos humanos. Si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no 

se restablece, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede afir-

marse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las personas 

sujetas a su jurisdicción.

Respecto a la obligación de reparar, se considera que la sentencia emitida es per se una me-

dida de reparación. Además se han desarrollado diversas medidas de reparación que han sido 

consideradas como las más proteccionistas de los sistemas regionales de protección de los dere-

chos humanos y ejemplo para los ordenamientos jurídicos de los Estados Parte de la Convención 

Americana. Cada sentencia emitida por la CorteIDH ha venido ampliando el concepto de 

reparación, dependiendo de las circunstancias del caso concreto.

En cuanto a la reparación del daño, se incorpora el daño emergente, lucro cesante, daño al 

patrimonio familiar y reintegro de costas y gastos. En cuanto al daño inmaterial se han orde-

nado medidas de reparación por daños a la esfera moral, psicológica, al proyecto de vida, y 

a la esfera colectiva o social. También se han desarrollado otro tipo medidas de reparación 

como las tendientes a la rehabilitación de las víctimas de violaciones a derechos humanos las 

cuales pretenden reparar lo que concierne a las afectaciones físicas, psíquicas o morales que 

puedan ser objeto de atención médica o psicológica.

Las medidas de satisfacción buscan, inter alia, el reconocimiento de la dignidad de las víctimas 

o transmitir un mensaje de reprobación oficial de las violaciones de los derechos humanos de 

que se trata, así como evitar que se repitan dichas violaciones. Entre las medidas de satisfac-

ción se encuentran la publicación o difusión de la sentencia, el acto público de reconocimiento 

de responsabilidad, las medidas en conmemoración de las víctimas, o hechos y derechos y las 

becas de estudio o becas conmemorativas. 
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Las medidas sobre garantías de no repetición que consisten en ordenar a los Estados la adop-

ción o supresión de medidas de carácter legislativo y capacitaciones en materia de derechos 

humanos para los funcionarios públicos. 

Dentro de las medidas de reparación la CorteIDH ha incluido la obligación de investigar, juzgar 

y en su caso enjuiciar a quienes cometen violaciones de derechos humanos entendiendo que 

dicho deber se mantiene mientras no se obtenga pleno conocimiento de los hechos, la iden-

tificación de los autores y hasta tanto no se imponga la sanción correspondiente.

Las obligaciones generales antes señaladas, deben ser cumplidas conforme a los principios 

rectores que consagra el artículo 1o. constitucional, los cuales han sido desarrollados en el 

marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 

El principio de interdependencia existente entre todos los derechos humanos implica que 

estos deben entenderse integralmente sin jerarquía entre sí y exigibles en todos los casos 

ante aquellas autoridades que resulten competentes para ello. El Estado tiene esencialmente, 

aunque no exclusivamente, una obligación de hacer, es decir, de adoptar providencias y 

brindar los medios y elementos necesarios para responder a las exigencias de efectividad de 

los derechos humanos, siempre en la medida de los recursos económicos y financieros de que 

disponga para el cumplimiento del respectivo compromiso internacional adquirido.

A estas consideraciones sobre los principios deben integrarse los siguientes criterios sobre 

estos. La universalidad de los derechos humanos se refiere a que estos son inherentes a todos 

y conciernen a la comunidad internacional en su totalidad que son protegidos porque no 

puede infringirse la dignidad humana, por lo que se consideran inviolables. No son absolutos 

pero dentro de sus límites, son inalterables, es decir, que su núcleo esencial es intangible; por 

ello, ni aun en los estados de excepción se "suspenden", pues en todo caso, siempre se estará 

de conformidad con los principios del derecho internacional humanitario.

La interdependencia e indivisibilidad establecen relaciones necesarias entre los derechos, no 

puede hacerse ninguna separación ni pensar que unos son más importantes que otros, deben 

interpretarse y tomarse en su conjunto y no como elementos aislados. Debe darse igual 

atención y urgente consideración a la aplicación, promoción y protección de los derechos 

civiles, políticos, económicos, sociales y culturales; esto es, complementarse, potenciarse o 

reforzarse recíprocamente. 

La progresividad no puede entenderse en el sentido de que los gobiernos no tengan la obli-

gación inmediata de empeñarse por lograr la realización íntegra de tales derechos, sino en la 
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posibilidad de ir avanzando gradual y constantemente hacia su más completa realización, en 

función de sus recursos materiales. 

Estos principios representan criterios de optimización interpretativa de los derechos funda-

mentales porque conducen a su realización y observancia plena e inmejorable a favor del 

individuo, al orientar el proceder de toda autoridad en el cumplimiento del mandato de pro-

mover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos reconocidos en la Constitución 

y los tratados internacionales de la materia. En virtud de estos principios generales, la valora-

ción de los derechos fundamentales queda vinculada a la premisa de que deben respetarse 

en beneficio de todo ser humano, sin distinción de edad, género, raza, religión, ideas, condición 

económica, de vida, salud, nacionalidad o preferencias. Estos derechos están relacionados de 

forma que no sería posible distinguirlos en orden de importancia o como prerrogativas indepen-

dientes, prescindibles o excluyentes unas ante otras, sino que todos deben cumplirse en la 

mayor medida posible, así sea en diferente grado por la presencia de otro derecho funda-

mental que también deba respetarse y que resulte eventualmente preferible, por asegurar un 

beneficio mayor al individuo, sin que el derecho fundamental que ceda se entienda excluido 

definitivamente. Asimismo, no niegan la posibilidad de verse expandidos, por adecuación a 

nuevas condiciones sociales que determinen la necesidad y vigencia de otras prerrogativas 

que deban reconocerse a favor de la persona. Es una tarea no sólo de la jurisdicción federal, 

sino también de la ordinaria en el conocimiento de los asuntos de su competencia.

IV. Celebración de Tratados

La incorporación constitucional de los tratados internacionales en materia de derechos huma-

nos y la prohibición de celebrar tratados que vulneren los mismos, a través de los artículos 1 y 

15, representan un gran avance en cuanto a la protección de los derechos contenidos en dichos 

instrumentos y al análisis hermenéutico al que a partir de la reforma constitucional se encuen-

tra obligado el Poder Judicial en la aplicación de control de convencionalidad antes expuesto.

En relación a la naturaleza jurídica que distingue a los tratados internacionales sobre derechos 

humanos de los demás tratados, es que no son tratados multilaterales del tipo tradicional, 

concluidos en función de un intercambio recíproco de derechos para el beneficio mutuo de 

los Estados contratantes. Su objeto y fin son la protección de los derechos fundamentales de los 

seres humanos independientemente de su nacionalidad, tanto frente a su propio Estado 

como frente a otros Estados contratantes. Al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, 

los Estados se someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien común asumen 

varias obligaciones, no en relación con otros Estados, sino hacia los individuos sujetos a su 

jurisdicción.
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V. Estado de excepción y suspensión de derechos

La suspensión de las garantías puede ser, en algunas hipótesis, el único medio para atender a 

situaciones de emergencia pública y preservar los valores superiores de la sociedad democrá-

tica. La suspensión de garantías no puede desvincularse del ejercicio efectivo de la demo-

cracia representativa a que alude el artículo 3 de la Carta de la OEA. La suspensión de 

garantías carece de toda legitimidad cuando se utiliza para atentar contra el sistema demo-

crático, que dispone límites infranqueables en cuanto a la vigencia constante de ciertos 

derechos esenciales de la persona.

Aquellos ordenamientos constitucionales y legales de los Estados partes que autoricen, 

explícita o implícitamente, la suspensión de los procedimientos de hábeas corpus o de am-

paro en situaciones de emergencia, deben considerarse incompatibles con las obligaciones 

internacionales que a esos Estados impone la convención.

No se pueden invocar circunstancias excepcionales en menoscabo de los derechos huma-

nos. Ninguna disposición de la CADH ha de interpretarse en el sentido de permitir, sea a los 

Estados Partes, sea a cualquier grupo o persona, suprimir el goce o ejercicio de los dere-

chos consagrados, o limitarlos, en mayor medida que la prevista en ella.
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Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de mayo de 2011. Serie C 

No. 225.

 	 Corte IDH. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Solicitud de Interpretación de la Senten-

cia de Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2012. Serie C 

No. 254.
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 	 Corte IDH. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Interpretación de la Sen-

tencia de Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. 

Serie C No. 159.

 	 Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 146.

 	 Corte IDH. Caso González y otras ("Campo Algodonero") Vs. México. Excepción Preli-

minar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C 

No. 205.

 	 Corte IDH. Caso La Cantuta Vs. Perú. Interpretación de la Sentencia de Fondo, Repara-

ciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2007. Serie C No. 173.

 	 Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de 

febrero de 2011 Serie C No. 221.

 	 Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros ("Guerrilha do Araguaia") Vs. Brasil. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. 

Serie C No. 219.

 	 Corte IDH. El Efecto de las Reservas sobre la Entrada en Vigencia de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-2/82 del 24 de sep-

tiembre de 1982. Serie A No. 2.

 	 Corte IDH. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de octubre de 2012 Serie C No. 252.

 	 Corte IDH. Caso De la Cruz Flores Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

18 de noviembre de 2004. Serie C No. 115.

 	 Corte IDH. Caso Acevedo Buendía y otros ("Cesantes y Jubilados de la Contraloría") Vs. 

Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 

2009 Serie C No. 198.

 	 SCJN. Pleno. EXPEDIENTE VARIOS 912/2010. Ponente: MARGARITA BEATRIZ LUNA 

RAMOS. encargado del engrose: José Ramón Cossío Díaz. SECRETARIOS: Raúl Manuel 
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Mejía Garza y Laura Patricia Rojas Zamudio. Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, correspondiente al día catorce de julio de dos mil once.

 	 Tesis 1a./J. 2/2012 (9a.). RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMEN-

TOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS 

VÁLIDAS. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, México, 

Libro V, Febrero de 2012, Tomo 1, p. 533. Registro No. 160 267.

 	 Tesis VI.3o.A.1 K (10a.). DERECHO A LA DIGNIDAD HUMANA. ES CONNATURAL A LAS 

PERSONAS FÍSICAS Y NO A LAS MORALES. Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, México, Libro XVII, Febrero de 2013, Tomo 2, p. 1344. Registro No. 2 002 740.

 	 Tesis I.5o.C. J/30 (9a.). DIGNIDAD HUMANA. DEFINICIÓN. Semanario Judicial de la Fede-

ración y su Gaceta, Libro I, Octubre de 2011, Tomo 3, p. 1528. Registro No. 160 870. 

 	 Tesis I.5o.C. J/31 (9a.). DIGNIDAD HUMANA. SU NATURALEZA Y CONCEPTO. Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro I, Octubre de 2011, Tomo 3, p. 1529. Regis-

tro No. 160 869.

 	 Tesis I.4o.A.9 K (10a.). PRINCIPIOS DE UNIVERSALIDAD, INTERDEPENDENCIA, INDIVISIBI-

LIDAD Y PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. EN QUÉ CONSISTEN. Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XIX, Abril de 2013, Tomo 3, p. 2254. Registro 

No. 2 003 350.

 	 Tesis VII.2o.C.5 K (10a.). PRINCIPIO PRO PERSONA. ES UN DERECHO PLASMADO EN LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS QUE REQUIERE SU 

VINCULACIÓN CON LA VIOLACIÓN DE UN DERECHO HUMANO PARA SU EFECTIVIDAD. 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, Enero de 2013, Tomo 3, 

p. 2114. Registro No. 2 002 599.

 	 Tesis 1a./J. 107/2012 (10a.). PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA 

NORMA DE DERECHO FUNDAMENTAL APLICABLE. Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 2, p. 799. Registro No. 2 002 000.

 	 Tesis XVI.1o.A.T.7 K (10a.). ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. SI FUE NEGADA Y LA 

PERSONA ACUDE AL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, LA AUTORIDAD QUE LO RESUEL-

VA, EN ATENCIÓN AL PRINCIPIO PRO PERSONA, DEBE APLICAR LA LEY DE LA MATERIA 

Y NO EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PORQUE AQUÉLLA 
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OTORGA ESE DERECHO CON MAYOR AMPLITUD (LEGISLACIÓN PARA EL ESTADO Y 

LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO). Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3, p. 1493. Registro No. 2 001 549. 

 	 Tesis II.3o.P.2 K (10a.) DERECHOS HUMANOS. SI EN EJERCICIO DEL PRINCIPIO PRO PER-

SONA, EL JUEZ ADVIERTE QUE AQUEL QUE SE DICE TRANSGREDIDO ESTÁ PROTEGIDO 

POR LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, DEBE APLICAR DIRECTAMENTE LA NORMA INTER-

NA Y SÓLO DESPUÉS ACUDIR SUBSIDIARIAMENTE A LOS INSTRUMENTOS INTERNA-

CIONALES. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXII, Julio de 2013, 

Tomo 2, p. 1388. Registro No. 2 003 976.

 	 Tesis CCXIV/2013 (10a.). DERECHOS HUMANOS. INTERPRETACIÓN CONFORME, PRE-

VISTA EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXII, Julio de 2013, 

Tomo 1, p. 556. Registro No. 2 003 9741a. 

 	 Tesis P. LXVIII/2011 (9a.). PARÁMETRO PARA EL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX 

OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS. Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Décima Época, México, Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1, p. 551. Registro 

No. 160 526.

 	 Tesis P. LXIX/2011 (9a.). PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD 

Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS. Localiza-

ción: [TA]; 10a. Época; Pleno; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, 

Diciembre de 2011, Tomo 1, p. 552. Registro No. 160 525. 

 	 Tesis P. LXVII/2011 (9a.). CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO 

DE CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD. Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1, p. 535. Registro No. 160 589. 

 	 Tesis VI.1o.A.5 K (10a.). DERECHOS HUMANOS. EL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD 

EX OFFICIO QUE ESTÁN OBLIGADOS A REALIZAR LOS JUZGADORES, NO LLEGA AL EXTRE

MO DE ANALIZAR EXPRESAMENTE Y EN ABSTRACTO EN CADA RESOLUCIÓN, TODOS 

LOS DERECHOS HUMANOS QUE FORMAN PARTE DEL ORDEN JURÍDICO MEXICANO. 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro IV, Enero de 2012, Tomo 5, p. 4334. 

Registro No. 2 000 084.
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 	 Tesis III.4o. (III Región) 1 K (10a.). CONTROL DE CONVENCIONALIDAD DIFUSO. DEBE 

EJERCERSE DE OFICIO POR LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL PODER JUDICIAL 

DE LA FEDERACIÓN. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro IV, Enero de 

2012, Tomo 5, p. 4321. Registro No. 2 000 073.

 	 Tesis III.4o. (III Región) 5 K (10a.). CONTROL DE CONVENCIONALIDAD. CÓMO DEBEN 

EJERCERLO LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES NACIONALES. Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Libro IV, Enero de 2012, Tomo 5, p. 4320. Registro No. 2 000 072.

 	 Tesis III.4o. (III Región) 2 K (10a.). CONTROL CONSTITUCIONAL Y CONTROL DE CONVEN-

CIONALIDAD DIFUSO. SUS CARACTERÍSTICAS Y DIFERENCIAS A PARTIR DE LA REFOR-

MA AL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, PUBLICADA EN EL DIARIO 

OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011. Semanario Judicial de la Fede-

ración y su Gaceta, Libro IV, Enero de 2012, Tomo 5, p. 4319. Registro No. 2 000 071.

 	 Tesis IV.2o.A.15 K (10a.). PRINCIPIOS DE UNIVERSALIDAD, INTERDEPENDENCIA, INDIVISIBI-

LIDAD Y PROGRESIVIDAD ESTABLECIDOS EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. REPRESENTAN 

CRITERIOS DE OPTIMIZACIÓN INTERPRETATIVA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXI, Junio de 2013, Tomo 2, 

p. 1289. Registro No. 2 003 881.

 	 Tesis I.4o.A.9 K (10a.). PRINCIPIOS DE UNIVERSALIDAD, INTERDEPENDENCIA, INDIVISIBI-

LIDAD Y PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. EN QUÉ CONSISTEN. Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIX, Abril de 2013, Tomo 3, p. 2254. Registro 

No. 2 003 350.
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